Carátula 


SEÑOR BERRUTTI.- Habiendo número, está abierta la reunión. 
(Es la hora 16 y 04 minutos) 


SEÑOR ACUÑA.- Hoy tenemos el gusto de que nos acompañe el doctor Marcelo Cousillas, que forma parte del Grupo de Trabajo 
de la Facultad de Arquitectura que está estudiando este tema, y solicitamos a la Comisión que se le autorice a participar de esta 
reunión. 


SEÑOR VILLEGAS.- Conociendo la competencia del doctor Cousillas, es un honor tenerlo aquí entre nosotros. 


De hecho, es casi exclusivamente el redactor de la Ley de Impacto Ambiental o, por lo menos, un participante muy importante en su 
redacción. 


SEÑOR BERRUTTI.- La Secretaría de la Comisión Asesora agradece la presencia del doctor Marcelo Cousillas. 


SEÑOR VILLEGAS.- Señores miembros de la Comisión: el cuadro que se ha repartido, y que llamamos Matriz de Competencias, 
intenta resumir las múltiples situaciones que pueden plantearse para la formulación de los Planes de Ordenamiento Territorial, que 
para simplificar llamaremos POT. 


Las columnas del cuadro señalan los distintos POT, comenzando por el POT Nacional, o sea el Plan Nacional de Ordenamiento 
Territorial, siguiendo por los POT Regionales, los POT Departamentales, los POT Urbanos y, por último, otros tipos de POT que 
pudieran plantearse como, por ejemplo, costas marítimas o fluviales, Areas Protegidas, Parques tecnológicos, localizaciones 
industriales, etcétera. 


Las líneas indican las distintas entidades que intervienen en la formulación de los planes y algunas operaciones posteriores a su 
formulación. Comienzan por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que, de acuerdo con lo 
establecido en la Ley N* 16.112, está obligado a llevar a cabo el POT Nacional. 


La segunda línea corresponde a la Intendencia Municipal de Montevideo, que ya ha producido su POT Montevideo, con alcance 
metropolitano, a través de los acuerdos con las Intendencias de Canelones y de San José. 


La tercera línea comprende las restantes dieciocho Intendencias Municipales, seguidas por el Congreso de Intendentes. A 
continuación se anota, como ya institucionalizado, el Consejo Nacional de Ordenamiento Territorial, llamado a dirimir los disensos, 
diferencias y controversias que pudieran producirse entre las distintas entidades involucradas. 


La sexta línea refiere a los problemas de la participación ciudadana, cuya intervención en los distintos tipos de planes y sus 
diversas instancias resultan de compleja aplicación. 


La columna de Observaciones señala que los mecanismos de este rubro, tan importante, serán objeto de una reglamentación 
especial. 


Las siguiente líneas, comenzando por la OPP, incluyen los restantes doce Ministerios, los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados y otras entidades que podrán intervenir en la formulación de los POT. 


Las casillas producidas por columnas y líneas, y señaladas con una o más letras como clave, indican la serie de operaciones 
principales que incluyen los POT, a saber: por un lado, formulación, aprobación y registro y, por otro, los distintos niveles de 
intervención. La información implica la obligación de cada una de las entidades que formulan planes de, precisamente, informar a 
otras y, desde luego, al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que debería llevar un archivo 
informatizado de las distintas intervenciones, archivo que estaría abierto en su totalidad a todas las entidades involucradas al 
incorporarlas a sus registros informáticos. Se agregan las etapas de supervisión, seguimiento y evaluación y las de ajuste o 
correcciones y, por otra parte, las de asesoramiento, cooperación y consenso. Se hace preceptiva, como ya lo es por ley, la 
intervención de la DINAMA para la evaluación del impacto ambiental. 


Si el producto marca diferencias con anteriores intervenciones, dejaría de ser preceptiva la aprobación del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para los POT Departamentales, en base a las gestiones de conciliación, que siempre 
son posibles, y a la posterior intervención del Consejo Asesor de Ordenamiento Territorial, que posibilitará la dilucidación de 
controversias, pues si bien sus resoluciones no son vinculantes tendrán, como es de esperar, suficiente fuerza como para inclinar la 
balanza a uno u otro lado. 


Esta matriz puede, seguramente, contener errores u omisiones. Su aceptación no queda a consideración de los señores miembros 
de esta Comisión. 


Para demostrarlo podría decir, por ejemplo, que en el Plan de Ordenamiento Territorial Departamental, las Intendencias Municipales 
desde luego intervienen, formulan, lo aprueba, lo ajustan, hacen el seguimiento, la evaluación y el registro. Eso no excluye que 
haya un registro central en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que, por obligación, debería 
tenerlo. No incluye otras operaciones sobre el POT Plan Montevideo, porque la Intendencia Municipal de Montevideo ya ha 
elaborado su Plan y lo está aplicando. 


El Consejo Nacional de Ordenamiento Territorial interviene en la formulación de todos los planes nacionales, regionales y 
departamentales; también colabora, puede cooperar y, desde luego, informa. Eso es en lo que refiere a la parte del Plan Nacional. 


En la parte del Plan regional, interviene e informa al igual que en el Plan departamental y, finalmente, actúa solamente en situación 
de disenso. Todos los Ministerios que puedan estar involucrados directa o indirectamente -que creo que son todos- en el Plan 
Nacional de Ordenamiento, tienen intervención. 


Tal vez esto sea un poco complicado para llevarlo a un texto legal, pero creo que aquí hemos tratado de plantear todas las 
competencias posibles y la intervención de cada una de las distintas entidades en la formulación de los planes nacionales. 


SEÑOR ACUÑA.- Quiero preguntar al arquitecto Villegas por qué, en el caso de la Intendencia Municipal de Montevideo, el POT 
Montevideo aparece en la columna del POT nacional cuando es un POT departamental. 


SEÑOR VILLEGAS.- La Intendencia Municipal de Montevideo, por su gravitación, tiene que intervenir, necesariamente, en la 
elaboración del Plan nacional. Tiene un equipo técnico que no lo tiene nadie, ni el Ministerio. Además, tiene solvencia y experiencia 
en la materia. Por eso, creo que corresponde que intervenga; puede no hacerlo, pero es bueno que lo haga. 


En el POT departamental podría aparecer, pero en el POT nacional es imprescindible que lo haga. 


No nos olvidemos que la ciudad de Montevideo -y todos lo sabemos- abarca la mitad de la población nacional. El Plan 
metropolitano cubre más que la mitad de la población nacional. 


SEÑORA PEREIRA.- Entonces, más allá de que sea la Intendencia de Montevideo, serían los técnicos que actualmente tiene 
quienes tendrían que intervenir debido a la experiencia que ellos tienen en el tema. Al oír todo esto, estoy pensando en la respuesta 
que van a dar las demás Intendencias, por el hecho de que la Intendencia de Montevideo tenga participación en el Plan nacional y 
el resto, en definitiva, no lo va a tener. 


SEÑOR VILLEGAS.- No, evidentemente no la tienen. Me consta que es así, salvo algunas Intendencias que han avanzado mucho 
en esto. Conozco, directamente la de Maldonado e, indirectamente, las de Salto y Paysandú, y hay otras que están absolutamente 
a fojas cero. 


SEÑORA PEREIRA.- Entonces, tal vez lo ideal sea aclarar que para el primer Plan nacional colaborarán los técnicos de la 
Intendencia de Montevideo por la experiencia que tienen, y no la Intendencia como tal. 


SEÑOR VILLEGAS..- Es un asesoramiento en base a la experiencia y a la calidad de su equipo técnico. 


SEÑOR MACHADO.- Quienes pueden hablar con propiedad sobre el POT son los ingenieros Ortega y Gilmet; yo puedo hablar de 
aspectos jurídicos pero no con respecto a los otros. 


SEÑOR VILLEGAS.- Eso no implica una minusvaloración para el Instituto de Urbanismo de la Facultad de Arquitectura, que sí 
tiene una actitud importante, pero más en el plano académico que en el operativo. Creo que en este caso es prioritario el plano 
operativo sobre el académico. 


SEÑOR SIENRA.- Creo que acá hay dos cosas diferentes: una, son los equipos técnicos que van a ser los responsables de la 
elaboración de cualquiera de los proyectos al nivel que estemos hablando, y otra es quién y cómo los tiene que hacer. Son dos 
temas diferentes. 


Está claro, me parece, que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tiene que encargarse de los temas 
de interés nacional. Por lo tanto, tiene que encargarse de elaborar un POT nacional referido al uso general del suelo y al 
equipamiento e infraestructuras estructurales o estructurantes del territorio. Evidentemente, tiene facultades para ello y es el objeto 
fundamental de la Oficina. No solamente se trabaja a través de planes en el ordenamiento territorial, sino también a través de otras 
tareas que después voy a mencionar. Es muy claro, por lo menos para mí, que los Gobiernos departamentales tienen facultades 
para hacer sus planes de ordenamiento territorial y, para no repetir las cosas -que no son materia específicamente mía- me remito 
al libro del doctor Martins, "El Gobierno y la Administración de los Departamentos" que recoge, además de su opinión, la de una 
cantidad de expertos en el tema. 


De todas maneras, quiero recalcar qué es lo que ha estado pasando en el Uruguay: la Intendencia Municipal hizo un plan de todo el 
departamento. Por su parte, la Intendencia Municipal de Maldonado, en su medida, también lo hizo, y hay otras Intendencias que 
han hecho planes de sus departamentos, por lo menos parciales, en función de la urgencia y de las demandas de la gente. Pero el 
punto es saber si eso se ajusta a una teoría adecuada de cómo se arma un sistema de ordenamiento territorial. En mi opinión, no 
hay la menor duda de que es así. Precisamente, todas las recomendaciones teóricas de la gestión democrática del territorio 
proponen que la resolución de los temas se lleve a cabo al nivel de gobierno más próximo a la gente. En nuestro caso, no tenemos 
municipios -en el sentido más real y universal de la expresión en el Idioma Español- sino departamentos que abarcan la función de 
aquéllos. Cabe aclarar que en el Uruguay utilizamos la palabra "municipio" con una acepción diferente -significa otra cosa- quizás 
con un concepto más parecido al de provincia o gobernación; pero lo cierto es que ese es el nivel de gobierno más próximo a la 
gente y el que ha actuado hasta ahora y debe seguir encargándose de estos temas. 


Por otro lado, creo que el quid de la cuestión es la coordinación. Por lo menos en la mayoría de los países democráticos y más 
exitosos, no podríamos decir que los niveles de gobierno más próximos a la gente sean de rango inferior; diría que en ningún lado 
se los considera así. Lo que se hace es establecer obligatoriamente la coordinación. 


De manera, pues, que no tengo ninguna duda de que los gobiernos departamentales tienen que hacer sus planes de ordenamiento, 
abarcando las zonas que estimen prioritarias. En mi opinión, es difícil -si no absolutamente imposible- que simultáneamente el país 
se dote de un plan nacional de ordenamiento territorial y, a su vez, de planes de ordenamiento departamentales, regionales y 
locales. Creo que en los hechos esto se va a dar en forma escalonada, y ningún plan debe tener superioridad sobre otro, sino que 
deben instrumentarse y apuntar a lo que es de interés en la materia del área que lo va a elaborar. 


En ese sentido, quiero poner un ejemplo que todavía en el Uruguay no se ha dado, pero creo que puede darse en cualquier 
momento; si nuestro país logra crecer económicamente, no tengo ninguna duda de que va a ser así. Me refiero a los puertos 
deportivos, los cuales funcionan en todas las costas desarrolladas del mundo. Con respecto a estos puertos hay dos aspectos a 
tener en cuenta. Uno de ellos, tiene que ver con la parte urbanística, el tamaño de los predios que tengan lotes para edificar, las 
edificaciones, los espacios públicos, las calles, la vinculación al territorio y demás. El otro aspecto es más general, y tiene relación 
con la forma en que se estructura el territorio en cuanto al funcionamiento marítimo, lo cual es de interés nacional. De modo que las 
competencias son concurrentes y deben coordinarse; no hay otra solución. En mi opinión, eso es lo que propone el Poder 
Ejecutivo. Tal vez esté mal resuelto o mal escrito, pero creo que propone que a nivel nacional se encaren los temas estructurantes y 
generales del territorio y que a nivel departamental, en sus distintas escalas o zonas, se aborden los demás aspectos. 


Creo que es absolutamente imprescindible hacer esto dentro de una organización democrática de funcionamiento de la sociedad; 
me parece que el tema es respetar esa libertad para actuar que debe tener cada uno de los niveles de Gobierno y exigir la 
coordinación. Es en este aspecto donde la norma va a llenar un vacío. Digámoslo claramente: en la actualidad, cualquiera, a nivel 
nacional o departamental está habilitado para hacer planes; lo que no está habilitado es algún mecanismo de coordinación 
obligatoria. Aquí es donde la ley tiene que poner el acento. 


Personalmente, he hecho consultas en algunas Intendencias Municipales y he llegado a la conclusión de que es absolutamente 
inaceptable incluir en esta norma que es el Ministerio el que va a aprobar los planes departamentales. En primer lugar, eso no sería 
lógico según el tema teórico que yo planteaba y, en segundo término, reitero que sería absolutamente inaceptable. 


SEÑORA CRESPI.- Observo que se ha vuelto al tema de las competencias, el cual parece ser realmente el más importante como 
para poder ir definiendo los diferentes aspectos. 


En distintas oportunidades he manifestado que creo que la ley le da al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente la competencia de redactar el Plan pero, como otras veces he mencionado, lo tendría que hacer en coordinación con 
todos los demás organismos. Es decir que es el Poder Ejecutivo el que tiene que elaborar el Plan Nacional de Ordenamiento 
Territorial, entendiendo por Poder Ejecutivo a todos los Ministerios que de alguna manera tienen intervención en el Plan. 


Por otro lado, creo que deberíamos pensar que lo que debe estar en esta ley es también la obligatoriedad de todos los organismos 
del Estado -ya sea Entes estatales, Ministerios o Intendencias- de colaborar en la ejecución de ese Plan. En algún momento hice 
mención a que había una especie de retroalimentación entre un plan y otro. Quiero decir que no tengo ninguna duda de que en el 
ámbito departamental la competencia es claramente de las Intendencias Municipales, pero de alguna manera necesitan volcar los 
estudios que hagan con respecto al área de su propio departamento al Ministerio, para que éste a su vez, dentro de los grandes 
estructuradores que va a plantear en el Plan de Ordenamiento Territorial Nacional, tenga en cuenta ciertas vocaciones o 
condiciones especiales que tienen los departamentos debido a sus propias características y a lo que su propia población quiere. Es 
evidente que es la Administración municipal la que está más cerca de la gente y, por ende, la que sabe lo que la población 
pretende. Quiere decir, entonces, que es a través de los Gobiernos departamentales que se va a dar la oportunidad de la 
participación ciudadana, que entiendo es un elemento difícil de resolver y reglamentar, pero necesario. Para mí es muy claro el 
hecho de que el Plan de Ordenamiento Territorial corresponde al Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, es decir, de la Dirección de Ordenamiento Territorial, con un informe siempre presente de la Dirección 
de Medio Ambiente y con la asistencia del resto de los organismos públicos nacionales y departamentales. Así como es claro para 
mí, también lo es que la competencia departamental debe requerir una información de la DINAMA para poder ejecutar sus planes. 


Por otro lado, pienso que los planes de ordenamiento más definidos que se mencionan en el cuadro -planes de ordenamiento 
urbano- son competencia departamental. En todos estos estudios especiales de planes hay una institución que no debe faltar; me 
refiero a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, porque este organismo, en última instancia, es el que puede definir de qué 
manera se van a financiar, ya que no se trata de presentar lindos papeles y que luego no se pueda hacer absolutamente nada. 
Incluso la referida Oficina puede determinar que cada organismo, cada Ente Autónomo que tenga que ver con la ejecución, o cada 
Ministerio, tenga una partida especial para llevar adelante el Plan de Ordenamiento Territorial. Esa será la manera de que algún día 
el Uruguay pueda no sólo tener un Plan, sino también ejecutarlo. 


Por otra parte, le adjudico una labor muy importante al Ministerio en el seguimiento del Plan y su evaluación. También podemos 
considerar que el Plan va a tener -éste será consensuado y trabajado con el aporte de todos los actores- una duración, pero se 
debe tener en cuenta que las cosas cambian. Creo que el proyecto dice que el Plan tendrá siete años. Posiblemente no haya nada 
que impida que en ese tiempo se mantenga el mismo Plan, pero podrían ocurrir una cantidad de cosas, desde catástrofes naturales 
hasta cambios como el que existe hoy en día, donde hay un problema económico y financiero internacional que, de alguna manera, 
está afectando y podría haber afectado al Plan si estuviera hecho. Por lo tanto, pienso que la vigencia y cómo se pueden llegar a 
modificar esos planes, son otra de las cosas que interesa estudiar. No se trata sólo de hacerlos, sino también de evaluarlos, 
revisarlos y modificarlos. 


SEÑOR SIENRA.- Como dije recién, discrepo con la forma en que está redactada la propuesta del Poder Ejecutivo e, incluso, con 
su estructura. Considero que la ley no debe atribuir competencias, sino que tiene que poner obligaciones al Poder Ejecutivo y a los 
Gobiernos departamentales. De esa forma, sería casi lo mismo pero sin entrar en materias tan variables como la departamental y la 
nacional. También opino que, en estos momentos, no se debe decir nada de las autoridades locales, refiriéndome a las 
municipales. ¿Por qué digo esto? Porque en este momento hay tres ciudades que tienen cierta autonomía -incluso, con Juntas 
Locales electivas- que, si no me equivoco, son Río Branco, Bella Unión y San Carlos. Las tres ya tienen asignadas competencias 
por la ley que las crea, y entiendo que el país no debería meterse en atribuir competencias hasta que no se haga en forma general, 
ya que no adelantaríamos nada, porque no les vamos a cambiar las competencias a las que ya las tienen que, por otro lado, son 
muy parecidas -prácticamente las mismas- a las que plantea este proyecto. Sería adelantar un paso, pero pienso que sería mejor 
que el país lo hiciera con una visión global. Entonces, cuando se le asignen competencias a los gobiernos locales, que se haga en 
su totalidad, si se hace en un futuro más o menos inmediato. 


SEÑOR VILLEGAS.- Retomando el concepto del arquitecto Sienra en lo que tiene que ver con la competencia y la obligación, yo 
diría que la palabra más adecuada es "formulación"; es decir quién debe formular los planes. El "cómo" es el problema de cada 
sector de la Administración. Sin embargo, la formulación, o sea, la elaboración, aprobación y demás de un plan es lo que 
corresponde, en cada caso, a cada una de las entidades. Aclaro que me refiero a la formulación -no digo obligación, ni 


competencia-; a quien tiene que ejercer la formulación de un plan. Un plan no se inventa; es una elaboración compleja y, por tanto, 
su formulación lleva estudios, una serie de consultas e intervenciones múltiples. Para eso, cada una de las entidades que debe 
formular el plan -ya sea el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente o las Intendencias- tiene que actuar de 
esa forma. 


SEÑOR ACUÑA.- Deseo hacer una pregunta al arquitecto Villegas. Desde ese punto de vista, por ejemplo, ¿por qué no aparece 
"formulación" en la parte del POT departamental? 


SEÑOR VILLEGAS..- Sí, lo dice en la tercera línea. 
SEÑOR ACUÑA.- Es cierto. 


SEÑOR VILLEGAS.- Son las Intendencias las que deben formular sus planes. En este punto le doy la razón al colega Sienra 
cuando yo me enojaba mucho de que tuviera que intervenir el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
para aprobar planes. Vamos a dejarlo para coordinar planes. 


SEÑOR SIENRA.- Estoy totalmente de acuerdo. 


SEÑORA PEREIRA.- Pregunto al arquitecto Machado por qué pone el énfasis en que la ordenación del territorio sea competencia 
del Gobierno departamental, como dice el proyecto. 


SEÑOR MACHADO.- Puede ser que no tenga todo el dominio posible de las cosas que se pudieron haber dicho en las sesiones 
intermedias, pero creo que eso no sucede porque estuve leyendo las actas. 


Hay matices que pueden llevar las cosas hacia un lado o hacia el otro si se habla de coordinar o, inclusive, de supervisar, cuando 
hablamos de competencias nacionales y departamentales. Entonces, nos parece preferible mantener la competencia 
departamental en la formulación de los planes, sin perjuicio de que haya aspectos generales. Ese es el sentido de los aportes que 
estamos intentando hacer en este documento que hicimos llegar a la Comisión. 


Como dice la arquitecta Crespi, este es un tema recurrente y vamos a seguir dando vueltas alrededor de él, probablemente, hasta 
que se acabe el trabajo de la Comisión. Se puede reconocer el principio de los Gobiernos departamentales que establece el 
artículo 4%, con la gradación que hemos discutido respecto a si ponemos primero al Gobierno departamental como competencia 
general y, eventualmente, el Poder Ejecutivo en el área de las competencias correspondientes de las áreas de los Ministerios. En 
ese sentido se habla de políticas generales acerca del ordenamiento territorial y, eventualmente, de competencias específicas de 
algunos organismos que, si no me equivoco, están incluidos en la última parte del esquema del arquitecto Villegas. 


SEÑORA PEREIRA.- Cuando acá se establecen las competencias, no va sólo lo que tiene que ver con los planes, sino el 
ordenamiento en sí, con carácter general. Creo que es una materia que evoluciona tanto que no se puede decir que todo lo que no 
se establece acá será competencia del Gobierno departamental. No niego, desde ningún punto de vista, que el Gobierno 
departamental debe tener una intervención importantísima. La coordinación es esencial -lo he dicho desde el principio- y debe ser 
desde lo nacional a lo departamental y viceversa, pero no puedo aceptar -dado lo que evoluciona la materia y lo que significa la 
ordenación territorial- que se incluya ningún artículo en la ley que diga que con carácter general el ordenamiento territorial sea 
competencia del Gobierno departamental. Creo que no podemos atarnos las manos de esa forma porque me parece ilógico; por 
más autonomía que tenga el Gobierno departamental en su territorio, es como perder la visión integrar de las cosas. Tampoco le 
adjudico la competencia al Gobierno nacional; simplemente no se la adjudico a ninguno. Como decía el arquitecto Sienra, debemos 
hablar de las obligaciones de cada uno o, como decía el arquitecto Villegas, de las formulaciones, pero sin establecer competencias 
con estas características. Creo que es una materia que evoluciona mucho y no podemos fijarlo en una ley, con todos los problemas 
que implica cambiarla. 


SEÑOR MACHADO. .- El tema es esencialmente opinable. Quizás en la defensa de una postura y la otra, tengo la impresión de que 
ha habido una polarización: Gobierno departamental o Gobierno nacional. 


SEÑORA PEREIRA.- El Gobierno departamental o nadie; a esto apuntaba la polarización. 


SEÑOR MACHADO.- En alguno de los documentos -como el que acabo de plantear a la Comisión- cuando se planteaba la 
reformulación del artículo 4%, se ponía primero al Poder Ejecutivo. Entonces, no se trataba del Gobierno departamental o nada, sino 
que era del Gobierno departamental o del Poder Ejecutivo. 


SEÑORA PEREIRA.- Eso no es así o, por lo pronto, está mal visto. Digo esto porque quien habla fue quien planteó el problema en 
la tercera o cuarta sesión, mientras que el señor Machado llegó después a trabajar con nosotros. El tema radica en que no 
debemos atribuirle la competencia al Gobierno nacional porque no debemos atribuírselo a nadie. Repito, no se trata de una 
polarización entre el Gobierno nacional y el Gobierno departamental, sino que no debemos atribuirlo. De lo que sí se trata, y en 
cierta forma resulta ilógico -esto lo estableció desde un principio la señora Crespi- es de que hablamos, en primera instancia, de las 
competencias del Poder Ejecutivo, del Ministerio y de los Gobiernos departamentales, lo que tiene que ver con una ordenación del 
artículo, pero desde ningún punto de vista -tal vez me equivoco- se aludió a atribuirle la competencia al Gobierno nacional con 
carácter general. ¡Nunca! Incluso, se puso mucho énfasis en lo que evoluciona la materia, pero no en atribuir las competencias. ¡De 
esto estoy casi segura y pido que me corrijan si esto no es así! Reitero, no existió nunca una polarización entre Gobierno 
departamental y Nacional. 


SEÑOR MACHADO.- Sería bueno que algún otro integrante de esta Comisión aportara información con respecto al asunto. 


SEÑOR BERRUTTI.- En realidad, la Secretaría observó que se aludió a polarizaciones y, además, existieron posiciones 
unilaterales. 


SEÑORA PEREIRA.- Creo que nadie refirió a esta polarización entre lo nacional y lo departamental. Por lo menos, no recuerdo que 
haya sido así. 


SEÑOR MACHADO.- Quiero aclarar que la polarización se puede dar a través de no definirlo y de quitarlo. Entonces, a la hora de 
la formulación de las políticas nacionales, vamos bajando de las políticas adoptadas en los programas y, de algún modo, le damos 
una preeminencia, y desde el punto de vista de la letra de la Constitución puede haber varias interpretaciones. Quizá se pudiera 
analizar que la exclusión del enunciado concreto en cuanto a que, por principios, la competencia es un tema departamental, puede 
dar como resultado que no fuera más competencia departamental pero sí fuera, a través de la eliminación del citado principio, una 
preeminencia del Poder Central sobre los poderes de gobierno de la Administración, de acuerdo con la letra de la Constitución. 
Entonces, por la vía de los hechos o de la enunciación de los diferentes instrumentos, se iba dando un desplazamiento de esa 
iniciativa -quizá no sea correcto hablar de preeminencia- de parte del Poder Ejecutivo. En principio, debemos tomar en 
consideración lo que establece o no la Constitución y creo que las transcripciones doctrinarias que hemos hecho, tanto quien habla 
como la doctora Pereira, también refieren a ese concepto evolutivo y a las omisiones del texto constitucional que nos han 
enfrentado -y quién sabe a cuántas generaciones anteriores- en discusiones sobre el tema de la materia municipal. Entonces, una 
vez que tenemos oportunidad de utilizar la disposición constitucional que establece que la ley determinará la materia 
departamental, usémosla. Tengamos en cuenta esa posibilidad que nos da el texto constitucional. 


Por aquí, entonces, viene la defensa del proyecto como está presentado originalmente. 


SEÑOR VILLEGAS.- Este tema es complejo y lo dificulta un poco más nuestra legislación dentro de las limitaciones de nuestro 
territorio. Estamos entrando en un plano absolutamente teorizante porque el hecho es que los Gobiernos departamentales hacen lo 
que les da la gana. Lo he visto y lo he sufrido. A su vez, lo he pensado y concluyo que "no tiene vuelta". Como decía, estamos 
hablando de un plano teórico en que los políticos, los gobernantes y las Juntas Departamentales actúan con una moral impecable y 
con una competencia total, cosa que es como situarse en la luna. En este sentido, recuerdo una cita muy importante para mí. En un 
escrito, Kissinger decía que como profesor de historia podía permitirse ser pesimista pero, como político, tenía la obligación de ser 
optimista. Entonces, nosotros acá estamos actuando como políticos planteando la obligación de ser optimistas y pensando que los 
Gobiernos departamentales y el Gobierno nacional van a cumplir con lo que nosotros pensamos que debe ser la ley. Trataremos de 
que así sea, pero sabemos que eso es muy relativo. 


SEÑOR MACHADO.- Tal vez la cita que ha hecho el arquitecto Villegas sea mucho más gráfica que lo que nosotros hemos 
planteado, pero, en realidad, quizá nos estemos evadiendo del tema, del proyecto y de la discusión. Digo esto porque la realidad 
demográfica del Uruguay también se expande a un tema cultural. 


La macrocefalia de Montevideo funciona para todo y -pido disculpas por el término- también en una suerte de colonialismo interno. 
En este sentido he tenido alguna experiencia esporádica, pero no menos rica, de trabajar en alguna Intendencia del interior -aclaro 
al arquitecto Sienra que no es la de Maldonado- y he podido comprobar lo que dice el arquitecto Villegas; quizá sus dichos estén 
avalando lo que he manifestado, no sólo sobre la polarización sino sobre a dónde hacemos hincapié. Me refiero a si la competencia 
O la decisión -ya que, en definitiva, se trata de un tema de poder- debe ser del Gobierno departamental -utilizando terminología 
constitucional- o del Gobierno nacional. Tal vez deberíamos derivarnos a una cuestión que es ajena al trabajo de la Comisión 
referida a si vale la pena que los instrumentos legales le den la posibilidad al departamento de demostrar que es capaz de no hacer 
lo que quiere y puede tener frenos e instrumentos para coordinar y enriquecer, incluso, los mecanismos legales con los que cuenta 
para hacer, por ejemplo, los planes. 


Al respecto, hace unos instantes, el arquitecto Villegas decía que Montevideo había hecho su POT y esto quizá se deba a una 
sumatoria de años y técnicos que se fueron superponiendo para que esto se diera así. Sin embargo, no debemos olvidar que se 
trata de la capital del país y que se lo toma como departamento preeminentemente urbano y todos se olvidan de la zona rural. Es 
decir, cuenta con una serie de perfiles que hacen que se le dé más importancia porque, desde un punto de vista teórico, es más 
poderoso económicamente, aunque hay otros que lo son tanto o más. En definitiva, la realidad histórica ha hecho que Montevideo 
sea el centro de una serie de cosas y tal vez algo así no se haya implementado en otros departamentos porque, justamente, la 
legislación los ha restringido. 


Dejo esto planteado como una reflexión del momento y me pregunto si no será cuestión de utilizar una norma en esta oportunidad a 
los efectos de exigir responsabilidad a algunos Gobiernos departamentales que, como históricamente estuvieron relegados en 
algunas cosas, tal vez no hayan podido desarrollar potencialidades. 


SEÑOR VILLEGAS..- ¿Quién le pone el cascabel al gato? 
SEÑOR MACHADO.- Tal vez no seamos nosotros. 


SEÑOR VILLEGAS.- Tengo presente perfectamente, por ejemplo, a la "guerra de las patentes" como un caso de incomprensión 
mutua y de incapacidad para ponerse de acuerdo sobre un punto. Esa delimitación de las fronteras, en un país tan pequeño como 
el nuestro, sigue vigente y continúa creando problemas innumerables. 


SEÑOR MACHADO.- Claro, pero el problema puede estar en la idiosincrasia política de los departamentos, para decirlo de algún 
modo, o en el tema de la fuente tributaria, que a mi juicio es el fondo de la cuestión, aunque pueda estar aderezado por el otro 
factor. La barbaridad de que la fuente tributaria vehicular sea tan importante para los presupuestos departamentales ha provocado 
que se potencie la falta de capacidad de coordinación. Estoy hablando del organismo que supuestamente vengo a representar, 
pero no tengo más remedio que decir que es verdad. 


Pido disculpas porque no es un tema de la Comisión ni mucho menos del proyecto de ley, pero creo que hace a una parte del fondo 
de la discusión, que es sobre el problema de las competencias nacionales y departamentales. 


SEÑOR VILLEGAS..- Hace unos días citábamos la tasa bromatológica como otro absurdo. 


SEÑOR SIENRA.- Creo que, si bien en términos generales la ley apunta en la dirección que debe ir, hay un gravísimo problema en 
la redacción, porque cuando entra a hacer la lista de las competencias, no lo hace claramente y además omite cosas importantes. 
Y pienso también que los inconvenientes que se han mencionado pueden darse justamente porque, como ya he señalado 
reiteradamente, los contenidos de los planes están mal redactados. 


Considero que tanto el Gobierno nacional como los departamentales deben hacer mucho más que elaborar planes y eventualmente 
tomar medidas para instrumentarlos. Justamente, eso es lo que la ley tiene que recoger: las obligaciones a las que deben ajustarse 
ambos niveles de gobierno. Por ejemplo, en mi articulado propongo que el Poder Ejecutivo tiene que crear, instrumentar y mantener 
actualizados las políticas, los planes nacionales de ordenamiento territorial y las normas que éstos requieran, porque la normativa 
va cambiando -por leyes o por decretos- y es necesario ir realizando los ajustes correspondientes. 


Otro aspecto elemental es la necesidad de coordinar los planes nacionales con los supranacionales, porque no estamos en el 
medio de nada; hay proyectos como la Hidrovía, el Eje Vial y otros muchos, de los cuales no se puede estar ajeno a nivel del Poder 
Ejecutivo. También hay que coordinar, por supuesto, con los gobiernos departamentales; promover el desarrollo de la disciplina y 
apuntar al fortalecimiento institucional. Quizás la Intendencia Municipal de Montevideo tiene equipos técnicos desde hace mucho 
tiempo, pero es un problema gravísimo en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; en otros 
Ministerios; en los organismos públicos; y en el resto de las Intendencias. Otro tema absolutamente fundamental es difundir entre la 
ciudadanía el conocimiento básico de la materia, porque si no hay apoyo de la gente, nada se va a llegar a instrumentar. Imponer 
por la fuerza no camina; la prueba está en que la Ley de Centros Poblados de 1946 no se aplicó en casi ningún departamento 
hasta ahora, porque a la gente no le interesaba el tema. Y, por supuesto, hay que considerar los controles y la aplicación de 
sanciones. 


Además, otro aspecto que no recoge el proyecto de ley que presentó el Poder Ejecutivo es que hay que obligar a los Ministerios y 
Entes Autónomos a ajustar sus planes sectoriales a los planes de ordenamiento territorial. En este caso ya no hay un tema de 
coordinación; hay que coordinar los planes, pero después los planes sectoriales tienen que ajustarse a los de ordenamiento 
territorial, y esto tiene que estar claramente establecido en la norma a nivel del Poder Ejecutivo, porque además dependen de él. Y 
a nivel de los Gobiernos departamentales, planteo un esquema similar, que no voy a perder el tiempo en leer, porque todos lo 
tienen a la vista. 


En definitiva, creo que hay que enfocar el tema desde este punto de vista, estableciendo claramente las obligaciones, porque eso 
permite además que las competencias vayan adaptándose a la situación, sin que sea necesario definir a quién corresponden. 
Quizás esto sea demasiado ambicioso; el país está trabajando desde hace varias décadas en cambiar la Ley Orgánica Municipal y 
se llega a proyectos, se diluyen, no encuentran apoyo general, se elabora otro proyecto, etcétera, sin que nunca se lleguen a definir 
las competencias. Entonces, creo que hay que ser pragmático: hay que encontrar una situación que cree las obligaciones y no una 
doctrina casi académica. Vamos a solucionar el problema de hoy y de ahora, y si esa solución nos crea dificultades, cuando las 
detectemos, cambiémosla. Pero de aquí al momento en que detectemos esos inconvenientes, pueden pasar cincuenta o sesenta 
años, como sucedió con la Ley de Centros Poblados. Por eso propongo este otro esquema, que creo es más flexible, racional y 
amplio. Discutamos sobre otros temas, y no solamente sobre los planes. 


SEÑOR BERRUTT!.- El artículo 1? del proyecto del Poder Ejecutivo expresa que el ordenamiento territorial es un cometido esencial 
del Estado. La Secretaría al solo efecto de que se definan posiciones pregunta: ¿El arquitecto Sienra está proponiendo eso? 


SEÑOR SIENRA.- El problema es que creo que el regular la cantidad de dinero, por ejemplo, es un cometido esencial del Estado. 
Lo mismo se puede decir de las organizaciones de salud, de educación, etcétera; creo que hay muchísimas políticas y áreas de 
trabajo que son cometidos esenciales del Estado. De manera que me parece que este artículo es absolutamente innecesario. 


SEÑORA PEREIRA.- El arquitecto Sienra está diciendo que es innecesario incluirlo, pero, ¿está de acuerdo con que es un 
cometido esencial del Estado? 


SEÑOR SIENRA.- Por supuesto. Pero, por ejemplo, la política tributaria es absolutamente esencial, porque si el Estado no cobra 
impuestos no puede pagar. Sin embargo, en cada creación de un tributo no se establece que cobrar impuestos sea un cometido 
esencial del Estado. Ahora bien, el que va a hacer los planes, como digo reiteradamente, es el Poder Ejecutivo o los Gobiernos 
departamentales. 


Quedan pendientes las preguntas, que nadie me contestó, para saber qué pasa con los planes transdepartamentales, ya que 
tampoco queda claro. En todas las legislaciones del mundo cada nivel de gobierno tiene una jurisdicción en la que hace sus planes, 
pero cuando se trata de circunscripciones ya la cosa se complica y en general no los hay. Por ejemplo, las Comunidades 
Autónomas españolas hacen sus planes en la comunidad, pero no tienen un plan transcomunitario. Por su parte, los estados 
federales, en general, tienen planes estaduales y no transestaduales; los coordinan, pero no existe un plan transestadual, sino 
planes nacionales. 


(Dialogados) 


-Tengo dos planteos para solucionar ese problema -que discutiremos en su momento- pero no tienen que ver con el tema de las 
competencias. En definitiva, opino que hay que volver a redactar el artículo 4* y yo propongo dos redacciones que suman. Además, 
creo que no podemos empezar a decir que la competencia es de tal o cual; las obligaciones son tales y tienen que ajustarse a esto 
para actuar. Lo demás se verá sobre la marcha. 


SEÑOR COUSILLAS.- Quisiera hacer unos comentarios o, tal vez, aportar más dudas, pero intento identificar algunos temas y 
buscar el puente entre lo conceptual y lo terminológico. Me parece que estamos pasando de lo conceptual a lo terminológico 
permanentemente, sin lograr definir uno u otro. 


Me voy a permitir una pequeña digresión para decir que en el ITU discutimos acerca del carácter de "cometido esencial" y creo que 
no vale la pena volver sobre él, pero sí habría que agregar que los conceptos "cometido esencial" y "cometido" tienen, en general, 
en el Derecho uruguayo, tanto en la doctrina como en la legislación, un contenido muy claro y delimitado, por lo que no se deben 
confundir con el de "cometido sustantivo". 


No deseo hacer un juego de palabras, pero cuando la ley refiere a "cometido esencial" es para diferenciarlo de "servicios públicos, 
servicios sociales y regulación de la actividad privada". El "cometido esencial" es aquel sin cuyo ejercicio el Estado mismo no 
existe. Si bien se ha discutido a lo largo de la historia cuáles son los cometidos esenciales, algunos son indubitables e indiscutibles, 
y se suele mencionar que las relaciones exteriores y la defensa nacional son cometidos que como tales definen la esencia misma 


del Estado. Si quisiéramos saber si el ordenamiento territorial es esencial, deberíamos preguntarnos si define la esencia misma del 
Estado como tal, más allá de la conveniencia o inconveniencia de que dicho ordenamiento exista. 


El cometido sustantivo es otra clasificación y jurídicamente es distinto. Se suele agrupar los cometidos en sustantivos y accesorios 
y esta es una clasificación más reciente y genérica que proviene de las teorías de la reforma del Estado, que busca identificar 
cuáles son los cometidos a los que un organismo del Estado -y no el Estado mismo- debe abocarse en forma sustancial y cuáles 
puede ejercer a través de terceros. Por ejemplo, la limpieza es accesoria y, en consecuencia, un organismo puede llevarla a cabo a 
través de terceros. Sin embargo, hay materias sustantivas que no puede transferir a terceros. 


Como dije, se trata de clasificaciones diferentes y propongo no volver sobre una discusión que más bien es doctrinaria y no 
necesariamente de tipo legislativo o de contenido dispositivo. Recordarán discusiones no sólo en los cometidos esenciales; se ha 
discutido si es un servicio público o social y cuáles son las connotaciones de ello. En realidad, el nombre no interesa demasiado, lo 
importante es cómo se refleja en las facultades y en las atribuciones de OSE su carácter social o público, aunque parezca un juego 
terminológico. 


En realidad, quería referirme a la planilla presentada por el arquitecto Villegas que trasunta un esfuerzo muy importante porque es 
difícil condensar en una planilla, en un cuadro breve y gráfico, aspectos como este. Si estamos realmente ante una matriz de 
competencias, habría que decir que conceptualmente la competencia es la conjunción de la materia, el territorio y los poderes 
jurídicos que tiene un órgano determinado -en este caso, el Estado mismo- pero me parece que lo que trata de proponer la planilla 
son los roles de distintos actores. 


En realidad, estoy saliendo del Derecho y tratando de utilizar una terminología más aséptica jurídicamente, y me pregunto cuáles 
son los roles que los distintos actores tienen en el ordenamiento territorial. El arquitecto Villegas los restringió a "planes", pero 
podríamos tratar de ver si esto se puede ampliar, habría que pensar si estamos tratando de llegar a un proyecto de ley de 
planificación o de planeamiento, o si estamos pensando en una ley de ordenación territorial. Porque, entonces, no deberíamos 
necesariamente restringirnos al aspecto "planes". 


Por el contrario, si pensamos en "roles", sería admisible que en una misma cuadrícula coloquemos organismos públicos y el sector 
ciudadano, aunque no sé si el sector privado aparece solo o incluido dentro del ciudadano. Eventualmente, estas cosas se 
diferencian, tanto la participación ciudadana como la del habitante, la del individuo común, el poblador o entidades intermedias que 
de alguna manera puedan representarlo, pero no me refiero necesariamente a sectores. Cuando menciono sectores estoy 
pensando, por ejemplo, en la industria de la construcción, en los sectores profesionales, en la banca, etcétera. Eventualmente, 
podrían entrar todos o ir por separado; tal vez tienen roles diferentes, pero es claro que no tienen competencias. 


La cuadrícula nos ayuda a pensar en roles, pero nos aleja del pensamiento de las competencias, porque si tuviéramos que 
definirlas no deberíamos poner a la ciudadanía, ya que ellas están asignadas a los órganos, están compuestas de una materia, un 
territorio o una jurisdicción y unos poderes jurídicos, es decir, facultades. ¿Todos los Ministerios tienen competencia en planificación 
o en ordenamiento territorial, o son actores que, de alguna manera, inciden en él? Si tuviéramos en cuenta las competencias, 
incluso en el detalle que hace el arquitecto Villegas, tal vez deberíamos incluir también al Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. Quizás todos los Ministerios, por ser integrantes del Poder Ejecutivo -éstos o los que eventualmente hubiere o se redujeren 
en el futuro- son actores con incidencia en el ordenamiento territorial, de la misma manera que los son los Entes Autónomos y los 
Servicios Descentralizados en general. 


Entiendo al arquitecto Villegas cuando hace referencia a OSE, UTE o ANTEL, pero pensemos también en ANEP, en la 
Administración Nacional de Puertos, en el Banco Hipotecario o en la muy depreciada AFE, que pueden tener cierto rol de 
intervención en el mismo nivel. Si hacemos ese detalle, prácticamente no queda nada fuera de los roles del ordenamiento territorial, 
porque todos son actores. Tal vez el esfuerzo está en identificar la materia del ordenamiento territorial, las jurisdicciones que a cada 
organismo corresponden en dicha materia y los poderes jurídicos que a cada uno le corresponden. Entonces, deberíamos tratar de 
limitar un poco la cuadrícula para simplificar y acercarnos más a las competencias, alejándonos un poco más de los roles, 
reconociendo que todos los tienen, pero que es necesario identificar claramente las competencias que, por definición, son un 
"derecho-deber". 


El término obligación deviene del Derecho Privado y, según el Código Civil, es "dar, hacer o no hacer una cosa". Eso implica que 
hay una relación casi bilateral entre el hecho de que yo esté obligado a dar, hacer o no hacer, y alguien que está facultado a 
reclamar que yo dé, haga o deje de hacer. El Derecho Público, en cambio, identifica la competencia como la facultad de hacer algo 
-lo que se parece mucho a un derecho, pero no lo es- y, a la vez, como la obligación de llevarlo a cabo. Conjunta en un mismo 
concepto el derecho-deber o la facultad-obligación, si se prefiere. Esto es así porque, además de la carga de tener que hacerlo, 
tiene la potestad para llevarlo a cabo. Esta es la definición de competencia. 


Pido disculpas por expresar una serie de ideas salpicadas, pero estoy viendo la cuadrícula por primera vez. 


Con respecto a ella creo que hay un desafío más, que es el de poder ver expresada la temática ambiental en una cuadrícula de 
ordenación territorial. Debo decir que creo que son lo mismo o que, en realidad, uno se retroalimenta del otro; por lo tanto, tratar de 
ponerlos en una misma cuadrícula siempre es complicado. Lo que sí tengo claro es que no podemos limitar la temática ambiental al 
problema del impacto ambiental. En el Uruguay se aprobó una legislación sobre impacto ambiental antes de que se realizara una 
regulación o legislación integrada en materia ambiental, por lo que nos hemos acostumbrado a que todo lo ambiental pasa por la 
identificación de impactos ambientales; por lo tanto, si algo no genera impacto ambiental, está todo bien, como si lo ambiental 
pasara únicamente por la afectación o impactación. Quizás deberíamos discutir cuál es el concepto de impacto ambiental y, al 
respecto, me pregunto: si reducimos lo ambiental solamente al impacto que se crea, ¿la conceptualización y definición de áreas 
naturales protegidas -y destaco que existe una ley específica, vigente desde el año 2000- no estaría incluida en este concepto? 
¿Debe entenderse que intervendrá la Dirección Nacional de Medio Ambiente -competente en esa materia- pero no para la 
verificación de los espacios naturales que hayan sido declarados y estén siendo administrados bajo una ley que los protege 
especialmente y les da ciertas categorías y criterios de manejo? 


Nuevamente, pido disculpas por plantear tantas interrogantes sin respuesta, pero mi intención es, principalmente, tratar de ver si 
podemos continuar con la discusión y diferenciar lo conceptual de lo terminológico. 


Si discutimos roles, creo que encontraremos más acuerdos que si tenemos que discutir sobre las competencias. Creo que los roles 
responden a una visión de la realidad y las competencias deben responder al trasplante jurídico de la realidad que pretendemos 
que exista y no a la que existe hoy. En este sentido, el Derecho nos dará el "deber ser" y no lo que hoy es. Entonces, podemos 
tener una planilla de roles en la que los distintos actores -tanto económicos, como sociales o políticos- inciden en el ordenamiento 
territorial. Pero esto no lo establecerá la ley, ya que ella fijará las competencias que tendrán, en primer lugar, los organismos del 
Estado, para otorgar luego a los sectores privados, a la ciudadanía y a los habitantes, la posibilidad de participar en los procesos 
que ellos mismos van a encabezar. 


No sé si podemos diferenciar lo conceptual de lo terminológico, permitiendo que lo jurídico responda a acuerdos conceptuales pero 
con un criterio terminológico. Cuando ingresemos en la etapa jurídica tendremos que utilizar un criterio terminológico preciso, ya 
que no es lo mismo hablar de roles que de competencias. Entonces, si lográramos un acuerdo en cuanto a los roles, luego 
podríamos hacer un trasplante a lo jurídico. Desde el punto de vista jurídico, por ejemplo, hablar de "consenso" es muy poco 
preciso, y conjuntar en lo jurídico "intervención" o "ajuste", no es posible; deberemos hablar de "elaborar", "aprobar", "aplicar", 
"controlar" o "sancionar". Es decir que deberemos encontrar verbos que, desde el punto de vista jurídico, tienen un contenido. 
También podríamos encontrar un consenso sobre ciertos verbos que pueden no tener un contenido jurídico, a los efectos de 
trasplantarlos a una metodología más ajena a lo cotidiano, pero más ajustada a lo legal. 


SEÑOR VILLEGAS.- Agradezco enormemente las aclaraciones, observaciones y críticas del doctor Cousillas, pero como él lo 
sabe, no soy ni abogado ni teorizante, aunque sí soy pragmático. Cuando realicé este cuadro, me planteé el galimatías que iba a 
ser transformarlo en un texto legal, pero para eso están los abogados. No sé si será posible, pero reitero que era un rol que 
escapaba a mis posibilidades. 


SEÑOR COUSILLAS.- Recuerdo que comencé felicitando al arquitecto y no lo hice por diplomacia, sino porque creo que ha hecho 
un esfuerzo muy grande para plasmar todo esto en una cuadrícula. Creo que ha logrado algo muy importante y es presentar en 
forma gráfica y visible todo esto. 


Si esto fuera un concurso de preguntas y respuestas, tal vez nos formularíamos las siguientes interrogantes. ¿Estamos de acuerdo 
con que el Gobierno nacional -quiero que se observe que no estoy refiriéndome al Poder Ejecutivo- debe tener un rol a desempeñar 
en la ordenación territorial? En este punto estamos de acuerdo; parecería ser así. ¿Estamos de acuerdo con que el Gobierno 
departamental tiene que desempeñar un rol en ese aspecto? También parecería que en esto coincidimos. ¿Estamos de acuerdo 
con que la ciudadanía, los habitantes y los sectores sociales deben tener un nivel de participación determinado en el proceso de 
ordenación territorial? Sí; en esto también parecería que estamos todos de acuerdo. Precisamente, me parece que todo el trabajo 
de este grupo ha apuntado a eso. Ahora bien; nos preguntamos cómo trasplantamos todo lo que aquí se ha tratado al plano 
jurídico. Concretamente, ¿cómo plasmamos en la ley todos estos acuerdos que hemos logrado? 


SEÑOR SIENRA.- Otra cosa con la que todos estamos de acuerdos es con que los planes deben estar coordinados entre sí. 
SEÑOR COUSILLAS.- Quisiera saber si lo que debe coordinarse, a juicio del señor Sienra, son los roles o los planes. 
SEÑOR SIENRA.- Creo que ambos aspectos deben coordinarse. 


SEÑOR COUSILLAS..- Quiero aclarar que hago una diferencia entre los roles y los planes porque parece que en lo que tiene que 
ver con la ordenación del territorio, siempre nos estamos refiriendo a los planes. 


SEÑOR SIENRA.- En realidad, la coordinación es fundamental en todos los aspectos. 


SEÑOR COUSILLAS.- Creo que el punto central es si en este grupo tenemos la posibilidad de identificar reflejos jurídicos para 
estos acuerdos. Estamos hablando de una materia propia de la entidad nacional en una jurisdicción que, obviamente, incluye a 
todo el país, a todo el territorio nacional, que tiene ciertos poderes jurídicos; esa es la competencia. Lo mismo ocurre a nivel 
departamental. Si somos capaces de diferenciar una materia de ordenación territorial para la entidad nacional y una para la entidad 
departamental -aclaro que no estoy hablando de poderes jurídicos ni de hacer planes, sino del contenido, porque esa es la materia- 
y logramos establecer las delimitaciones, no va a haber problemas para determinar competencias. 


De todos modos, esto implica lograr niveles de sinceramiento muy grandes porque, tal como decía el señor Villegas, con criterio 
liberal los gobiernos departamentales han hecho muchas cosas dentro de sus territorios, pero al mismo tiempo, también con criterio 
muy liberal contribuyen a cumplir las facultades y las competencias que, en realidad, le corresponden a algún Ministerio. No hay 
que olvidar que cuando se llueve alguna parte de un hospital departamental, la gente no necesariamente va a reclamar al Ministerio 
de Salud Pública, sino que lo hace ante el Intendente, porque es quien se encuentra más cerca. Sin embargo, esto no significa que 
el Intendente esté ejerciendo una competencia que no le corresponde o que esté violando los límites de sus atribuciones. También 
es cierto que, hasta el momento, el Gobierno nacional y la ley han dirimido conflictos de competencia a nivel departamental sin que 
a nadie se le moviera un pelo. Hay una ley que faculta al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, a 
determinar cuándo un camino o una ruta es nacional o departamental; esto ha generado más o menos problemas, pero la ley existe 
-a pesar de que hay quien opina que es inconstitucional- se aplica y está vigente, de modo que las resoluciones se adoptan y así 
funciona. 


De la misma manera, volviendo al ejemplo que mencioné anteriormente, la Ley N* 17.234 determinó que el Poder Ejecutivo puede 
establecer áreas -que obviamente van a estar dentro de la jurisdicción de algún departamento- que estarán sujetas a regímenes 
especiales de administración y propiedad -con un proceso de intervención por parte del Gobierno departamental y de la ciudadanía- 
sin que alguien haya sostenido, hasta el momento, que eso violenta la autonomía departamental. Más aún: se ha reconocido que 
existe un interés nacional, un interés general o de la comunidad y que el sistema de áreas nacionales protegidas debe ser nacional 
y de alcance general y no departamental. 


Si esas leyes han podido identificar materias propias de lo nacional, creo que en caso de existir la ordenación territorial debemos 
determinar materias nacionales y materias departamentales diferentes. De lo contrario, no va a haber una competencia nacional y 
una departamental. 


SEÑORA PEREIRA.- Creo que el punto en el que no nos ponemos de acuerdo tiene que ver con lo que es de carácter general y lo 
que corresponde a la competencia departamental. El artículo 4%, en su inciso primero, establece: "Con carácter general, el 
ordenamiento territorial" es "competencia del Gobierno departamental". Es en eso que no estamos de acuerdo y no en el resto. El 
hecho de determinar si hablamos de competencia o de obligaciones no es el punto en cuestión; estamos en desacuerdo en lo que 
tiene que ver con el inciso que mencioné. 


Incluso, el ITU coincidió en que esta materia evolucionaba tanto que resultaba difícil establecer la relación entre la expresión "con 
carácter general" y la competencia del Gobierno departamental. Repito que es en este punto donde no nos podemos poner de 
acuerdo en absoluto. Me gustaría conocer la opinión del señor Cousillas, más allá de la del I'TU, que desde el principio la hemos 
conocido. 


SEÑOR COUSILLAS.- Estoy de acuerdo con que este es un tema que no está claramente dirimido y no creo que la ley lo solucione 
a través de un inciso de esa naturaleza. Digo esto, en primer lugar, porque no creo que sea conveniente que dicho inciso se 
incorpore al texto, porque en ese caso deberíamos preguntarnos si realmente se está aludiendo al Gobierno departamental o al 
nacional. En definitiva, reitero que no creo que se solucione nada incluyendo un inciso de esa naturaleza. 


Personalmente, entiendo que hoy tenemos una situación tan caótica en lo que respecta a lo que es y lo que debería ser desde el 
punto de vista jurídico, que sería preferible que se buscaran soluciones más concretas para una definición de carácter general. Por 
eso hago hincapié en la materia. En realidad, creo que el inciso que hemos mencionado no define los tres componentes de la 
competencia, por lo cual, directamente, no define la competencia. 


SEÑOR MACHADO.- Creo que las preguntas que planteó el doctor Cousillas nos han ilustrado mucho a todos. No obstante, he 
hecho mi propia síntesis acerca del tema de la jurisdicción y los poderes jurídicos. Creo que entre los muchos aspectos acertados 
de nuestra discusión en esta Comisión se encuentra el tema del "ser" y el "deber ser", es decir, qué es lo que tenemos y qué es lo 
que queremos lograr, o cuál sería el papel real de la normativa. Creo que, precisamente, la normativa debe apuntar a lo que 
debería ser, más allá de las dificultades que se nos presentan en la realidad. 


Me cabe alguna duda acerca de la oposición del doctor Cousillas planteada respecto de este artículo 4% tal como está, y me 
pregunto cuál sería la alternativa al respecto. Quizás la respuesta sea difícil de contestar ahora mismo, pero en la medida en que 
históricamente la legislación tiene ese "debe", uno se siente tentado a pensarlo como negligencia del Legislador o como algo para 
evitar contraponer realidades locales, nacionales, institucionales, políticas, culturales, etcétera. Si realmente tenemos un problema 
de definición de la materia ¿qué otra cosa cabe que poner una norma general y, eventualmente, parcelas que pudieran llegar a ser 
atribuibles a otros organismos? 


SEÑOR COUSILLAS.- Tal vez se piense en un criterio de subsidiariedad de competencias, es decir, que si hay una serie de 
competencias y eso no opera así, ¿entonces el subsidio opera otra cosa? 


SEÑOR MACHADO.- Puede ser. 
SEÑORA PEREIRA.- Es lo que plantea este inciso. 


SEÑOR MACHADO.- Si se critica el hecho de decir que con criterio general se considera competencia departamental el 
ordenamiento territorial para establecer a continuación las áreas, temas o subtemas que, por ejemplo, podrían pasar por la 
coordinación o por la definición del Gobierno Central, en lugar del principio general y las excepciones, me pregunto cuál sería la 
alternativa. Entre las muchas coincidencias con lo que decía, el concepto de obligación suena más a Derecho Civil que a Público. 
Sin perjuicio de que en Derecho Público también podemos hablar de diferentes alcances acerca de las voces "deber" o "carga" -en 
las situaciones jurídicas de las diferentes ramas del Derecho podemos leerlas de distinta manera- vamos a tratar de leerlas sólo 
desde el punto de vista del Derecho Administrativo, porque en esto estamos: o Derecho Público en general, o Constitucional o 
Administrativo. 


Quizás no es la hora para plantear esta pregunta como alternativa, pero tal vez habría que pensar qué otra cosa se puede plantear 
al respecto. Quizás, si lográramos consenso en poner énfasis en la jurisdicción de los poderes jurídicos, me pregunto de qué modo 
podríamos trazar la línea, que en algunos casos tendrá que ser muy clara y en otros más flexible acerca de los poderes del 
Gobierno nacional y del Departamental. 


SEÑOR COUSILLAS.- Puedo estar equivocado -ojalá así sea- y, en ese caso, me voy a desdecir en la próxima reunión; pero tal 
vez la estrategia de trabajo pueda ser avanzar más sobre los instrumentos de ordenación y mediante soluciones más o menos 
flexibles, pasar una raya al final y que de las sumas y restas surja una definición y una delimitación de las competencias nacional, 
departamental, local, de los Ministerios, etcétera, donde claramente aparezca, además del territorio, una materia y unos poderes 
jurídicos. Sé que estoy invirtiendo el orden lógico de las cosas, pero de pronto esta puede ser una solución. 


SEÑOR MACHADO.- Quizás, el propio trabajo de la Comisión dé razón al doctor Cousillas, porque hasta ahora hemos utilizado 
ese mecanismo y no hemos llegado a nuestra meta. De pronto, si empezáramos al revés, sería mejor. 


SEÑOR ACUÑA.- En su momento fuimos a los instrumentos por estos problemas y si hay que volver a ellos, lo haremos. El 
problema radica en procesar esto en un tiempo acotado, pero no por ello dejaremos de considerar el criterio del señor Machado. 


Quiero dejar constancia de una omisión que cometí. El señor Marcelo Cousillas es Catedrático del Curso de Arquitectura Legal. 
Integra un Grupo de Trabajo en la Facultad de Arquitectura que está estudiando estas cosas. 


SEÑOR SIENRA.- Me parece bien el planteo de seguir estudiando los instrumentos, ya que a varios de ellos ni siquiera se les 
analizó. Se habló de planes, más que nada de los transdepartamentales. Quedan otros instrumentos, como por ejemplo el que 
estoy proponiendo relacionado con los impuestos para la captura del valor agregado, que requieren iniciativa del Poder Ejecutivo. 
En tal sentido, creo que deberíamos tener una agenda ordenada respecto de los instrumentos, porque si uno habla del Plan 
Nacional y otro se refiere al Departamental, etcétera, terminamos sin discutir ninguno. Entonces, propongo que se inicie por el 
contenido del Plan Nacional, luego se pase por los contenidos de los Planes Departamentales, luego por otros instrumentos como, 
por ejemplo, los de coordinación, o los de las carteras de tierras o los de las sanciones o de los impuestos, etcétera, pero 


ordenadamente, porque de lo contrario no vamos a terminar nunca. Propongo que en la próxima reunión hablemos de los 
contenidos de la materia del Plan Nacional; luego, de la materia de los planes departamentales y así sucesivamente hasta llegar a 
algún tipo de acuerdo, aunque sea el de decir que estamos en desacuerdo. La vez pasada, a propuesta del arquitecto Acuña, se 
propuso el tema de las competencias. Si ahora se plantea volver a los instrumentos, estoy de acuerdo; pero lo que yo siempre 
trato, al final de cada reunión, es determinar el orden del día. 


SEÑORA CRESPI.- Lo que no se hizo fue hablar exhaustivamente de los instrumentos de gestión, aunque de los planes hemos 
hablado bastante. Con respecto a aquéllos, hay muchas cosas que hay que tener en cuenta y sobre las que no hemos tenido 
oportunidad de hablar. 


SEÑOR ACUÑA.- No me opondría a hablar de los instrumentos, pero creo que no debemos dejar de lado lo que hoy se discutió y 
lo que desde el punto de vista conceptual se aclaró, sobre lo cual hemos aprendido y seguimos aprendiendo mucho. Entendemos, 
pues, que también hay que verlo desde la perspectiva de las competencias. En un momento determinado dijimos que sobre las 
competencias no podíamos avanzar más y que iríamos hacia los instrumentos para justamente tratar las competencias con más 
propiedad. Si eso no fue suficiente, volvemos, pero con este sentido, no por los instrumentos "per se", ya que ello no llevaría a 
nada. Creo que habría que apuntar en la dirección que señalaba el doctor Cousillas, en el sentido de que profundizar en los 
instrumentos quizás ayude a precisar las competencias. 


SEÑOR BERRUTTI.- En consecuencia, el orden del día de la próxima sesión quedaría establecido de la siguiente manera: "Los 
instrumentos en paralelo con el tema de las competencias". 


Se levanta la reunión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 51 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


